Toma en consideración, si procediere, de la proposición de Ley Foral por la que se modifica el artículo 51 de la Ley Foral 6/2006, de Contratos Públicos de Navarra, presentada por el G.P. Nafarroa-Bai.

SRA. PRESIDENTA: Entramos en el quinto punto del orden del día: Toma en consideración, si procediere, de la proposición de ley foral por la que se modifica el artículo 51 de la Ley Foral 6/2006, de Contratos Públicos de Navarra, presentada por el Grupo Parlamentario de Nafarroa-Bai. Para su defensa tiene la palabra el señor Eceolaza.

SR. ECEOLAZA LATORRE: Buenos días y muchas gracias, señora Presidenta. Hoy debatimos una proposición de ley que va más allá de matizaciones o de posibles enmiendas que puedan realizarse y creemos, desde luego, que debe ser tramitada porque en este contexto en el que, desde luego, la economía más que nunca es la protagonista del debate político, debemos pedir una militancia social a las instituciones que promueva la responsabilidad social en las contrataciones públicas porque las Administraciones Públicas deben potenciar su capacidad de influencia en los ámbitos económico, social y medioambiental. La idea clave, a juicio de Nafarroa Bai, es la corresponsabilidad social y para fomentarla encontramos, desde luego, una excelente palanca en la contratación pública estableciendo sinergias entre Administraciones Públicas, empresas mercantiles, agentes sociales y la propia ciudadanía, lo que nos conduce al territorio socialmente responsable.

El sector público es el mayor contratante de bienes, obras y servicios, ya que las Administraciones Públicas dedican a la contratación en torno a un 16 por ciento del PIB, lo que les convierte en el mayor agente económico por su volumen e impacto sobre el mercado y el entorno. Considerando este dato, desde luego, resulta obvia la propuesta que hoy presenta Nafarroa Bai.

(1) Nafa​rroa Bai tal​de​ak ere uste du arlo sozi​a​le​an anbi​zio han​di​ko​ak izan behar gare​la, baina ez du balio zen​tzuz​ko defi​zit bat onar​tze​ak; pen​tsa​tzen dugu erre​ze​tak alda​tu behar dire​la. Arre​ta sozi​a​la​ren sek​to​rea bali​a​bi​de​en sor​tzai​lea iza​tea eska​tzen dugu, horre​ta​ra​ko gai​ta​su​na due​la​ko. Arre​ta sozi​a​le​ko enpre​sak era​tze​a​ren alde gaude. Hauek ez dituz​te ohiko moz​kin eko​no​mi​ko​ak sor​tzen, baina bai kali​ta​tez​ko lan​pos​tu​ak, eta gure gizar​te​ko beha​rrei eran​tzu​te​ko ahal​me​na dute. Enpre​sa sozi​a​lak bul​tza​tze​a​ren alde gaude, uste dugu​la​ko kri​si​a​ri aurre egi​te​ko modu egoki bat dela.

Las cláusulas sociales se definen como la inclusión de aspectos de política social en los procesos de contratación pública y, concretamente, en la promoción de empleo para personas en situación o riesgo de exclusión social con el objetivo de facilitar su incorporación al mundo laboral. Lógicamente, estas cláusulas sociales no pueden ser una herramienta aislada, sino complementaria de otras actuaciones. Precisamente su valor deriva de la necesidad de cubrir la tradicional dificultad de complementar el itinerario de inserción mediante el acceso al empleo. Así, las cláusulas sociales van a proporcionar la reserva de un determinado número de puestos de trabajo a las personas en situación o riesgo de exclusión social aprovechando las sinergias de los dispositivos de empleo e incorporación laboral. Por ejemplo, en Cataluña, según la Red de Economía Solidaria, se han generado mediante estas cláusulas sociales cerca de quinientos empleos.

El empleo se ha convertido en uno de los principales mecanismos de inclusión social. Por lo tanto, una actividad económica remunerada constituye uno de los elementos más eficaces de lucha contra la exclusión social, pero a día de hoy, pese a los escasos niveles de desempleo actuales, existen personas con nula, baja o muy baja empleabilidad, otras en situación de clara precariedad, que entran y salen constantemente del mercado de trabajo, y también quienes pese a trabajar reciben salarios muy bajos, trabajan en situación irregular o en la economía sumergida. Todas ellas se encuentran inmersas o en riesgo de exclusión social.

Los dispositivos de empleo, por término general, se suelen dirigir a personas con mejores capacidades y mayores posibilidades de acceso al empleo y los servicios sociales son quienes se ocupan de los colectivos más vulnerables, pero disponen de escasos recursos para lograr su incorporación laboral aunque para ello desplieguen una batería de acciones: servicios de información y orientación, formación laboral y prelaboral, asesoría para el autoempleo, programas de empleo social protegido, etcétera. Todas esas acciones requieren medidas que completen el conjunto del proceso de inserción sociolaboral, ya que la mayoría de las mismas procuran acceso al empleo interviniendo en el punto de partida, esto es, removiendo obstáculos, mejorando habilidades y capacidades, cuestiones importantes, pero sigue faltando un aspecto fundamental, este es el punto de llegada o el acceso a un empleo concreto. Tradicionalmente la contratación pública utilizó la subasta como único sistema de adjudicación, donde el único factor a valorar era el precio. Fue preciso constatar que lo barato es caro para que surgiese la figura del concurso, optándose por la oferta más ventajosa y evaluándose así otros factores, además de la oferta económica.

El modelo que proponemos gira en torno a lo más ventajoso socialmente y al interés público. Por lo tanto, esta propuesta se basa en una triple rentabilidad: rentabilidad económica, porque la Administración reducirá las cuantías destinadas a recursos de incorporación laboral; rentabilidad humana, al mejorar su calidad de vida e inserción social; y, por último, rentabilidad social, al dedicarse los excedentes para fines sociales. A nuestro juicio, primar o valorar la contratación de personas en situación de exclusión no supone competencia desleal ni vulnera la libre concurrencia. Por el contrario, la discriminación positiva encuentra su sentido cuando es precisa una especial protección y se justifica, además, por diferenciarse en su finalidad, contenidos y resultados. Al respecto, el Tribunal Constitucional determinó que el principio de igualdad permite el tratamiento desigual ante situaciones de hechos desiguales y que la actuación de los poderes públicos para poner remedio a la situación de determinados grupos sociales en innegable desventaja en el ámbito laboral no puede considerarse vulneración del principio de igualdad.

En consecuencia, la conjugación de las políticas administrativas de contratación con las políticas sociales resulta, desde luego, racional, lógica, eficaz y rentable económica y socialmente. Así lo entendió el Congreso de los Diputados, que por unanimidad de todos los grupos aprobó el informe de la subcomisión para potenciar y promover la responsabilidad social de las empresas el 26 de julio de 2006, y uno de los objetivos principales de esos criterios de adjudicación que aprobó por unanimidad el Congreso de los Diputados era precisamente este, incluir cláusulas sociales en la contratación pública. Por lo tanto, pedimos, desde luego, el voto favorable para la tramitación porque, insisto, es una propuesta administrativa lógica, racional y eficaz a nivel social y también económico.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Eceolaza. A continuación abriremos un turno a favor de la proposición de ley. Por el grupo socialista, señor Lizarbe, tiene la palabra.

SR. LIZARBE BAZTÁN: Gracias, señora Presidenta. Buenos días, señorías. Yo trataré con mi intervención de fijar la postura de mi grupo para la admisión a trámite de esta proposición de ley y de paso para dejarle tranquila a la señora Figueras, porque las cosas no siempre son como uno las piensa. Yo no dudo de que lo que ella ha dicho aquí es lo que piensa, pero no es así. No-sotros sabemos al servicio de quién estamos y al servicio de quién no estamos. Evidentemente, no-sotros no estamos al servicio del Gobierno, qué más quisiera el Gobierno, nosotros estamos al servicio de los ciudadanos, pero en cualquier caso estamos al servicio de políticas útiles y eficaces, no estamos al servicio del nacionalismo, nunca lo hemos estado, pero es que a veces es mejor estar al servicio de los ciudadanos con políticas pragmáticas, porque ya saben ustedes que la política es el arte de lo posible, que sirvan para que los ciudadanos vivan mejor, sobre todo en estos tiempos de crisis, y se lo digo con todo el cariño que sabe que le tengo –siempre que alguien dice esto el adjudicatario de la frase tiene que echar a temblar, porque le cae una, ¿no?– que estar al servicio de la nada, pero, bueno, eso ya son cosas de cada cual y, por lo tanto, será cuestión de no perder mucho el tiempo en ese sentido.

Nosotros entendemos que esta proposición de ley tiene algunos aspectos positivos en cuanto que, como bien ha dicho el señor Eceolaza, trata de conjugar las políticas administrativas de contratación con las políticas sociales, pero nosotros pensamos que ahí falta una tercera pata y es que también se tiene que conciliar con las políticas de fomento de la competitividad empresarial, además lógicamente de la igualdad en la licitación, en las posibilidades de licitación. Nosotros lo que tenemos que hacer son empresas competitivas que sean las que interioricen los valores sociales, los nuevos valores empresariales porque, si no, simple y llanamente estaremos solo posibilitando que en la contratación pública tengan prioridad, por decirlo así y salvando las matizaciones que hay que hacer a ese término, las empresas que se comprometan con esos valores sociales, pero no conseguiremos influir para que en el conjunto de su actividad también los incorporen, como bien sabe por otra parte la Consejera de Bienestar Social.

Dicho esto, a nosotros nos parece que hay que avanzar legislativamente en la integración óptima de los aspectos sociales en los contratos, y nuestra legislación actual, concretamente La Ley Foral de Contratos Públicos que se pretende modificar en su artículo 51, ya introduce en el artículo 49, aunque ciertamente en lo que es la configuración de los pliegos y de las cláusulas administrativas, una serie de requerimientos de carácter social o medioambiental en la ejecución de los contratos, concretamente en el artículo 49 cuando se refiere a la obligación de dar trabajo a los desempleados de larga duración, la organización a cargo del contratista de actividades de formación, la opción de medidas de promoción de igualdad de sexos, las medidas de integración de los inmigrantes o la obligación de contratar para la ejecución a un número de personas discapacitadas. Ciertamente todo eso no aparece, porque estamos hablando de los pliegos y no de los criterios para la adjudicación de contratos, en el artículo 51.3, y ahí está, efectivamente, el debate. ¿Es la actual legislación la más óptima para la integración de los aspectos sociales en los contratos? No, la más óptima no es, no es la excelente, es una legislación en todo caso avanzada que tiene en cuenta todos esos aspectos, pero lógicamente se puede mejorar bastante. En ese sentido, nos parece que lo positivo de esta proposición de ley, con la modificación del artículo 51, es tratar de avanzar hacia esa optimización. No obstante, habrá que decir con absoluta claridad que si bien ese contenido de la proposición de ley es positivo desde el punto de vista político, es decir, si bien es una buena iniciativa política, es una mala iniciativa desde el punto de vista técnico o procedimental que requiere importantes ajustes, reorientaciones y modificaciones que permitan con su redacción lo que realmente quiere políticamente, porque lo que quiere políticamente no lo pone técnicamente y, además, lo que pone lo pone mal. Por ejemplo, es cierto que en el actual artículo 51 no hay ninguna cláusula que contemple la satisfacción de exigencias sociales que respondan a necesidades propias de las categorías de población especialmente desfavorecidas a las que pertenezcan los beneficiarios usuarios de las obras, suministros y servicios que son objeto del contrato. Cierto. Esto no aparece, pero ustedes pretenden meterlo en una baremación a la vez que suprimen el mecanismo de desempate que en cualquier caso habrá que mantener. Nosotros no vemos problema en que aparezca, siempre que aparezca en el lugar adecuado y que aparezca con carácter genérico, evidentemente, pero siempre que se mantenga para el resto el sistema desempate porque, si no, creará importantes dificultades.

En definitiva, nosotros entendemos que son necesarias en esta proposición de ley una adecuación y reorientación técnica, que realmente esa reorientación sirva para que sea operativa para los fines que busca, que además facilite su propia implementación práctica y que sirva como acicate para la inclusión en los nuevos valores empresariales del siglo XXI. Esto es muy importante, para nosotros más que el propio contenido de la ley y, desde luego, se ha probado que es efectivo incluir mecanismos o instrumentos de estas características en la legislación vigente. Lo ha sido, por ejemplo, para el fomento de la calidad, con un resultado notable; lo ha sido, aunque de momento parcialmente, en cuanto a su éxito para la responsabilidad social empresarial; también para la prevención de los riesgos laborales y de los accidentes de trabajo.

En definitiva, señor Eceolaza, nosotros entendemos que con esta proposición de ley se puede avanzar, pero tendremos que tener la capacidad política y, evidentemente, técnica de mejorarlo sustancialmente en la Comisión correspondiente. Por esto y también para que se queden tranquilas las señoras Mangado y Figueras, en esta ocasión nosotros no nos vamos a abstener, sino que vamos a votar que sí, pero no solo para que se queden tranquilas, sino sobre todo porque el contenido merece el voto favorable y, si por su contenido no mereciese voto favorable, votaríamos abstención, y, si no mereciese la abstención, votaríamos que no, y en ese caso posiblemente algunas de sus señorías seguirían estando intranquilas, pero no-sotros estamos muy tranquilos porque con este voto es muy probable que, además de tranquilizar a algunos, pocos o pocas, ciertamente, lo cierto es que el conjunto de los ciudadanos sabrán que con estas políticas estamos haciendo algo útil y habilidoso para mejorar los sistemas de contratación manteniendo la competitividad y la posibilidad de licitar de las empresas en igualdad de condiciones, pero también para fomentar en el entorno de las empresas esos valores. Nosotros pensamos que lo más ventajoso socialmente –decía el señor Eceolaza– pues nosotros pensamos que lo más ventajoso socialmente también es fomentar empresas competitivas, fomentar la competitividad empresarial en empresas, en compañías comprometidas con su entorno, pero facilitando que lo hagan, porque, si no, simple y llanamente se dedicarán a otras cosas y tal vez las mejores se dediquen no precisamente a prestar sus servicios y su capacidad al sector público sino solamente al sector privado.

Por lo tanto, pongamos en línea las tres cuestiones que usted decía. Hagámoslo en la Comisión de Economía y Hacienda cuando esta ley, supongo, pase el trámite de admisión y yo lo que espero es que la receptividad que nosotros hemos tenido sea la recíproca en la Comisión para entre todos, espero que entre el conjunto de la Cámara porque es verdad que en otros Parlamentos sí que se ha avanzado en este tema, hacer una ley útil y operativa al mismo tiempo que con importante beneficio social. Muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Lizarbe. Por Izquierda Unida, señor Erro, tiene la palabra.

SR. ERRO ARMENDÁRIZ: Gracias, señora Presidenta. Lo que tiene de bueno el ejercicio de la democracia es que aquí puede venir alguien y decir lo que le parezca en esta tribuna, y más en sede legislativa, porque, evidentemente, trabajar por la extensión del derecho a la educación del 0-3 años al conjunto de los niños y niñas de Navarra es un trabajo en beneficio del conjunto de la ciudadanía, extender o intentar extender el derecho universal a la vivienda recogido constitucionalmente es trabajar por el interés general del conjunto de los ciudadanos y hay otras muchas iniciativas de carácter netamente social que Izquierda Unida ha venido trasladando a esta Cámara. Pero, ¿qué es trabajar por la nada? Pues mire, trabajar por la nada es admitir a trámite una proposición de ley por segunda vez en esta legislatura, como es la proposición de ley de modificación del vascuence, decir públicamente, como ha dicho...

SRA. PRESIDENTA: Señor Erro, le rogaría que se ciñera al punto que estamos debatiendo.

SR. ERRO ARMENDÁRIZ: Sí, sí, nos han hecho una referencia...

SRA. PRESIDENTA: Pero esa referencia no es cuestión de hablar de la ley del euskera.

SR. ERRO ARMENDÁRIZ: Termino en treinta segundos. ... y esta misma semana, después de anunciar públicamente que la posición del grupo socialista no iba a variar, el grupo socialista ha dejado en la nada o pretende dejar en la nada esa modificación de la Ley del Vascuence, que son derechos lingüísticos para el conjunto de los ciudadanos de la comarca de Pamplona. Eso creo que será trabajar por la nada y ya nos seguirán indicando a lo largo de la legislatura cómo se sigue trabajando por la nada desde el grupo socialista.

Centrándonos en el objeto del debate, Izquierda Unida de Navarra va a apoyar esta proposición de ley. El portavoz de Nafarroa Bai ya ha dado lectura de lo que era el contenido de unas jornadas organizadas sobre contratación sostenible por el Centro de Recursos Ambientales de Navarra en cuanto a lo que supone de beneficios y de importancia la incorporación de criterios sociales y ambientales –añadiría yo– a las compras públicas, tal y como es la tendencia de la normativa europea y también recientemente de la española en esta materia, porque creemos verdaderamente que la igualdad social y la sostenibilidad debe ser el eje de la corresponsabilidad del conjunto de la sociedad y no solo del sector público. Hay que ir generando esa corresponsabilidad social a todo el entramado económico, social, al conjunto de la ciudadanía y, evidentemente, que se pueda implementar este tipo de corresponsabilidad a través de la contratación pública, que supone el 16 por ciento del Producto Interior Bruto, como bien se señalaba, nos parece que es una herramienta verdaderamente útil y práctica para esta materia. Y más si cabe teniendo los datos de que en Navarra hay más de treinta y un mil personas con algún tipo de discapacidad, de las que un porcentaje del 40 por ciento se encuentra en edad de trabajar, cuya tasa de desempleo triplica a la tasa general del conjunto de los ciudadanos y cuya tasa de actividad es absolutamente bajísima. Hay que tener en cuenta que el 67 por ciento de estas personas con discapacidad que tienen edad de trabajar ni siquiera busca trabajo por las dificultades añadidas que tiene. Qué decir del ámbito ambiental, que ya tendremos oportunidad de debatirlo cuando incorporemos las enmiendas correspondientes en esta materia, de lo que supone el cumplimiento del Protocolo de Kioto y lo que estamos verdaderamente haciendo y, por lo tanto, trasladar esa responsabilidad al conjunto de la sociedad navarra.

Desde Izquierda Unida consideramos que Navarra debe acercarse al concepto de territorio socialmente responsable y que es necesario ir generando las medidas oportunas y, evidentemente, la eficacia y la efectividad de esta ya es clara. A nosotros nos hubiera gustado que cuando se debatió la Ley de Contratos en este Parlamento ya se hubiera incorporado esta cláusula. No fue posible en aquel momento. Esperemos que esta vez sí que verdaderamente se pueda realizar incorporando el criterio de compra pública sostenible, que es compra ética, compra social y compra verde en esos planteamientos.

Quiero señalar cómo en una publicación financiada por el Gobierno de Navarra y editada por el Centro de Recursos Ambientales de Navarra, que también es un organismo público, precisamente viene a cuestionar la propia Ley de Contratos que está aprobada por el Parlamento de Navarra. En primer lugar, el artículo 18 de esa Ley Foral de Contratos habla de las prohibiciones de contratar, pero según este análisis que hace esta publicación, que, ya digo, la financia el propio Gobierno de Navarra, esta prohibición debería hacerse más efectiva y no solo prohibir en la licitación a aquellas empresas sancionadas, sino también a todas aquellas que no acrediten el cumplimiento en esta materia.

En el artículo 51, que es el objeto de la modificación que pretende Nafarroa Bai en estos momentos, nosotros también consideramos importante qué criterios se deben establecer en el caso de que haya empate. También esta publicación lo que viene a señalar es que es un criterio muy dudoso, porque realmente es intrascendente, prácticamente es imposible que se dé ese empate, porque se están planteando cuestiones de centésimas, prácticamente, en las valoraciones de unas y otras ofertas y, por lo tanto, la eficacia de ese empate es realmente complicado.

Por último, también se dice que el artículo 62 de la antigua ley de contratos ya recogía criterios de valoración de carácter social que han sido eliminados en la nueva Ley de Contratos que en estos momentos está vigente y que aprobó el Parlamento, y que debería ser importante una reflexión sobre la incorporación de aquellos elementos que en su día sí existían en esa ley de contratos y que ahora no están.

Por lo tanto, nosotros vamos a dar el voto afirmativo al trámite. Creemos que la propuesta tiene una mala redacción, también es cierto, como decía el señor Lizarbe, pero tenemos la oportunidad de hacer una buena normativa legal de contratación en nuestra Comunidad que verdaderamente incorpore la compra pública sostenible y la compra de responsabilidad social en esta materia. Muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Erro. A continuación abriremos un turno en contra. Por UPN, señor Pajares, tiene la palabra.

SR. PAJARES AZPIROZ: Buenos días, señora Presidenta. Buenos días, señorías. Aunque salimos en el turno en contra queremos que quede claro que nuestra oposición es a la redacción de la proposición de ley tal y como está hecha. El fondo nos parece aceptable y, por consiguiente, no tenemos ningún inconveniente en votar favorablemente, sin perjuicio de que luego en la Comisión se trate y se termine de redactar concretamente. ¿Y por qué he salido en el turno en contra? Porque creemos que la redacción de la proposición adolece o tiene una serie de contradicciones claras que voy a enumerar muy rápidamente, teniendo en cuenta siempre que además hay una directiva comunitaria que dice muy claramente que la incorporación de aspectos sociales en la contratación pública, conciliando los objetivos de carácter social con la libertad de establecimiento, libre circulación de mercancías y la libre prestación de servicios, que son libertades comunitarias, debe estar permanentemente en la contratación pública. En relación con esto la ley sí que incorpora este sentir de la directiva comunitaria en varios de los artículos que me gustaría que retuviesen. No se los voy a leer enteros, pero, por lo menos, el contenido.

El artículo 9 regula la reserva de contratos a entidades de carácter social; el 14 habla de los criterios de aptitud de los licitadores; el 46 habla de los pliegos de condiciones técnicas particulares; el 49 de los requerimientos obligatorios; y el 51, que es el que nos trae aquí, habla de los criterios de adjudicación.

Si analizamos la redacción del punto 3 del artículo 51, que ustedes están proponiendo, notamos, como ya ha mencionado también el portavoz del Partido Socialista, que suprimen ustedes el desempate, lo cual crea una inseguridad jurídica manifiesta a cualquier persona que pueda acudir a una licitación.

Por otra parte, incluyen también como criterio de carácter general que las características sociales de la oferta presentada sea también un criterio de adjudicación, y nosotros consideramos que, de acuerdo con la directiva comunitaria, los criterios sociales deben ser aplicados o redactados en las cláusulas cuando haya un grupo especialmente desfavorecido.

Mencionan también el porcentaje de personas con discapacidad o en situación de exclusión que ejecutará el contrato. Hay jurisprudencia en este sentido que establece que la comprobación de la aptitud y la adjudicación del contrato son operaciones diferentes. En esta línea debe tenerse en cuenta lo establecido en el artículo 14 de la Ley Foral 6/2006 que nos ocupa, en la que se evalúa como aptitud de los licitadores el personal que ejecutara el contrato, todo ello en aplicación de la directiva mencionada. Por tanto, si se trata de un criterio de aptitud no puede ser un criterio de adjudicación. O es una cosa o la otra.

Por otra parte, la redacción propuesta podría llevar a pensar que se trata a la vez de una condición o de un requerimiento, y como tal obligatorio, de ejecución del contrato de acuerdo con el artículo 49 de la ley foral y, a su vez, de un criterio de adjudicación. Por tanto, está mezclándose lo que se requiere en el artículo 49 con lo que ustedes pretenden redactar en el 51.3. Lo mismo: o es obligatorio o es facultativo.

Hablan también de la perspectiva de género como un criterio de adjudicación. De la redacción parece desprenderse que la perspectiva de género –en este caso concreto supongo se refieren al género femenino–... ¿consideran ustedes al género femenino como un colectivo especialmente desfavorecido? Es la pregunta. Yo creo que es un error de redacción también. Por consiguiente, resulta inconcreto este planteamiento y, además, este tema de la perspectiva de género está regulado en el artículo 49 de la ley actual.

Hablan también de la calidad del empleo y del empleo indefinido. Esto es un criterio de aptitud, no es un criterio de adjudicación y, por consiguiente, debería estar incluido en el artículo 14 o ya está incluido en el artículo 14.

Mencionan también la salud y la seguridad laboral como criterio de adjudicación. Por supuesto. La salud y la seguridad laboral es algo obligatorio y, por consiguiente, debería ser o bien artículo 14 o bien artículo 49, pero nunca 51.3.

Mencionan también como criterios de adjudicación el de accesibilidad y de diseño universal para todas las personas. Esto ya está regulado en el artículo 46. Luego, volver a incluirlo en el 51.3 es una contradicción.

Hablan, por último, del cumplimiento de las convenciones de la OIT, de la Organización Internacional del Trabajo. Bueno, pues las que están suscritas por los Estados miembros y, por consiguiente, incorporadas al ordenamiento jurídico no pueden ser facultativas y, por consiguiente, no se pueden considerar como criterio de adjudicación: aquellas que no estén suscritas, que serán las menos, deberían ser incorporadas en las condiciones requeridas según el artículo 49, en el pliego de condiciones técnicas.

En resumidas cuentas, vaya por delante que lo que hemos hecho ha sido posicionarnos acerca de la redacción de la proposición de ley, no sobre el contenido. Nos parece que sí podemos votar a favor en el sentido de que esto lo trataremos en Comisión y terminaremos de redactar la ley tal y como nos parece que debe ser redactada, porque creemos que las contradicciones que hay en la proposición de ley son manifiestas. Muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Pajares. Por Convergencia, señor Alli, tiene la palabra.

SR. ALLI ARANGUREN: Señora Presidenta, señorías, muchas gracias. Pues representando a un partido que forma parte del Gobierno y habiendo emitido el Gobierno un informe contrario a la toma en consideración, lo obvio sería oponerse a la tramitación, a la toma en consideración de esta proposición de ley, pero los argumentos del señor Lizarbe me han convencido. Realmente podemos estar de acuerdo, y de hecho lo estamos y así lo manifestamos en la comparecencia de la asociación y de la fundación que presentaron esta iniciativa en el Parlamento, en los principios y en la filosofía, pero en modo alguno en el contenido material de esta proposición de ley tal y como está formulada.

Quiero recordar, porque la memoria es flaca, que no hace tanto tiempo, en mayo o junio de 2006, en una ponencia en la que estábamos todos los grupos de la Cámara acordamos por unanimidad esta ley con el asesoramiento de los técnicos que la habían redactado, y en ese debate en ponencia y luego en Comisión estábamos todos los grupos menos Batzarre, con lo cual de algún modo esta iniciativa enmienda la plana a todos, porque estaba EA, estaba Aralar, estaba el Partido Socialista, estaba Izquierda Unida, estaba UPN y estaba Convergencia. Bueno, que a nosotros nos enmienden la plana, pues allá cada cual. Efectivamente, igual hay motivos. Pero quiero recordar que este es un tema que fue objeto de un debate en profundidad porque, incluso se arguyó algo tan heterodoxo hoy en la dinámica comunitaria como por qué no po-níamos algún tipo de medida que favoreciese la contratación local, la contratación al industrial local, y quedó muy claro que las directivas comunitarias marcaban un camino que solo nos posibilitaba introducir en los pliegos medidas que hiciesen algún tipo de discriminación positiva por dos conceptos, o sociales o medioambientales, y que eso, además, era parte de los pliegos que la Administración contratante, el poder adjudicador, es decir, la Administración que va a realizar ese contrato establece y que, por tanto, en la ley solo establecíamos una habilitación para esto.

El error de fondo profundo de esta proposición es que mezcla una cosa con otra, mezcla lo que está comprendido en el Título II, Capítulo II, sobre pliegos de cláusulas administrativas y de prescripciones técnicas, que permite –artículo 46.4 y, sobre todo, artículo 49– introducir requerimientos de carácter social o medioambiental en la ejecución de los contratos a través de los pliegos, con otro título distinto, que es el Título III, sobre adjudicación, con el capítulo de disposiciones generales de adjudicación que recoge en su artículo 51 los criterios de adjudicación. Lo que hace es, señorías, modificar el apartado 3 diciendo: los pliegos de cláusulas administrativas, oiga, que no, que los pliegos a otro título y a otro capítulo. Y los criterios de adjudicación no pueden entrar en estos conceptos tal y como se plantean, sencillamente porque no tenemos más que autonomía y limitada, y aunque el artículo 50 de la Lorafna reconoce que la Comunidad Foral de Navarra en materia de contratos tiene competencia exclusiva y solo se tiene que acomodar a los principios –dice– de la legislación básica estatal, es que los principios de la legislación básica estatal son las directivas comunitarias, y las directivas comunitarias dejan muy claros cuáles son los criterios de adjudicación, que son los que recoge literalmente el artículo 51, y nos guste o no nos guste podemos tener una filosofía, pero la misión del legislador es adecuar la filosofía a la posibilidad del marco legal y poner los medios legales para hacerlo, y nuestra capacidad de establecer medios legales no es la que quisiera seguramente el grupo de Na-Bai, salvo que su Estado también sea de la Unión Europea, y entonces tendría los mismos condicionamientos que tenemos hoy en el Estado Español y en las comunidades autónomas del Estado español, pero también en la República Italiana, en la República Francesa o en el Reino de Bélgica para la contratación administrativa, y es ahí donde la proposición de ley falla de raíz.

Si queremos mejorar las condiciones –lo que dice el artículo 49–, que vayan los requerimientos de carácter social o medioambiental a los pliegos de cláusulas administrativas, y estos pliegos no los hace el Parlamento de Navarra, estos pliegos no los hace la ley, estos pliegos lo hace la Administración contratante para cada una de sus contratas o con el modelo tipo de contratación que tenga establecido y, por tanto, a partir de ahí, los criterios de adjudicación son los que están previstos en el artículo 51 a), exclusivamente el precio ofertado; b), en los restantes casos una serie de elementos que incluye las características medioambientales de la obra que se vaya a realizar; y, finalmente, el criterio de resolución del empate, que incluye criterios sociales cuantificados, cuantificables y mensurables, que es lo mismo que dice la jurisprudencia comunitaria que han de tener los pliegos. No basta con cláusulas genéricas y difusas, sino perfectamente cuantificadas.

Y por si había alguna duda, porque, claro, la normativa comunitaria de contratación es una normativa muy técnica, muy compleja, como tuvimos ocasión de ver en la ponencia, para el uso de los administradores medios la propia Comisión aprobó en el año 2001 dos comunicaciones interpretativas, una sobre los aspectos sociales en los contratos y otra sobre los aspectos ambientales en los contratos, que dicen algo tan claro como lo siguiente. En un resumen, para sintetizar más, para que esté al alcance del administrador público medio, después de las exposiciones en un recuadro con negrita dice: De forma general los poderes adjudicadores, al definir los productos o servicios que desean adquirir, pueden incluso recurriendo a variantes optar por bienes, servicios u obras que se ajusten a sus preocupaciones sociales, siempre que esta elección no dé lugar a un acceso restringido al contrato en detrimento de los licitadores de otros Estados miembros. Otro recuadro: De acuerdo con las directivas sobre contratación pública, los poderes adjudicadores tienen la posibilidad de imponer especificaciones técnicas que definan con mayor precisión el objeto de la compra con estos criterios. Bueno, y así sucesivamente, pero siempre dejando a salvo que el criterio de adjudicación es el precio más bajo, que no requiere mayores comentarios porque está al alcance del administrador medio –dice–, y el de la oferta económica más ventajosa según cuál sea el tipo de licitación. En definitiva, para determinar –dice– la oferta económicamente más ventajosa se pueden utilizar criterios que integran aspectos sociales cuando estos comporten para el poder adjudicador una ventaja económica ligada al producto, servicio u objeto del contrato, y lo mismo repite respecto a la contratación teniendo en cuenta los aspectos...

SRA. PRESIDENTA: Señor Alli, debe ir terminando.

SR. ALLI ARANGUREN: Acabo ya, señora Presidenta, ... medioambientales.

Se nos han citado precedentes, pero, señorías, ninguno normativo, porque el Parlamento de la comunidad autónoma vecina, que tanto gusta al grupo de Na-Bai, en una resolución sobre inclusión de cláusulas sociales lo que hace es una declaración pidiendo que el Gobierno Vasco utilice la contratación pública, el poder contratador, el Gobierno Vasco, etcétera, y en otra resolución invoca, precisamente, que sea la Administración, el poder contratador, la que tenga en cuenta estos planteamientos.

Por tanto, señorías, en la Comisión veremos dónde tenemos que entrar, que a juicio de nuestro grupo no será en ningún caso en el artículo 51 sobre la adjudicación, sino en todo caso en el artículo que, como he dicho, hace referencia a los pliegos de condiciones. Muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Alli. Su turno de réplica, señor Eceolaza.

SR. ECEOLAZA LATORRE: Gracias, señora Presidenta. Evidentemente, en la propuesta original realizada por Nafarroa Bai no es que haya errores de redacción, sino que habría que deducir que el artículo 51 y las cláusulas sociales tienen que relacionarse con el objeto del contrato y no como criterio general de valoración. Esa es una enmienda, es una matización que, sin duda, habrá que hacer, y Nafarroa Bai, desde luego, accederá e incluso la redactará, pero creo que en este primer tramo, en este primer debate sobre la modificación del artículo 51 se fijan voluntades políticas, porque el debate técnico creo que conviene a la propia Comisión. En todo caso, la propia Ley de Contratos recoge efectivamente en su artículo 51 que cuando se produjera empate en la puntuación entre dos o más licitadores este se dirimirá a favor de la empresa que tenga un mayor porcentaje de trabajadores con discapacidad, siempre que este no sea inferior al 3 por ciento. En todo caso, poco hay que decir de ese artículo, que es de dudosa eficacia, si acaso desaconsejarlo debido a su completa intrascendencia, puesto que el empate es casi imposible en una licitación pública en donde se dirimen décimas y hasta centésimas.

Por el contrario, las preferencias deben concretarse a través de criterios de adjudicación o ejecución que sean realmente efectivos, y eso es lo que Nafarroa Bai ha querido aquí plantear. Existe una triste paradoja, que la predecesora Ley Foral 10/98 de Contratos de Navarra recogía en su artículo 62 que los pliegos de cláusulas administrativas particulares incorporaría con carácter general, entre los criterios de adjudicación, el de integración laboral de personas con discapacidad, de forma que se valorara y puntuara positivamente a aquellas empresas que en el momento de acreditar su solvencia tuvieran en su plantilla un número superior al 3 por ciento de la misma, es decir que en la anterior ley foral ya existía una de las cláusulas sociales que Nafarroa Bai quiere integrar.

En todo caso y abundando en este argumento es preciso tener en cuenta la propia directiva europea de 2004, que dice que, a fin de garantizar la igualdad de trato, los criterios de adjudicación deben permitir comparar las ofertas y evaluarlas de manera objetiva. No tenemos ningún problema, señor Lizarbe, en que eso se mantenga. Si se reúnen estas condiciones determinados criterios de adjudicación económicos y cualitativos, como los que se refieren al cumplimiento de las exigencias medioambientales, podrán permitir que el poder adjudicador satisfaga las necesidades del público afectado tal como se definieron en las especificaciones del contrato. En estas mismas condiciones el poder adjudicador podrá regirse por criterios destinados a satisfacer exigencias sociales que en particular respondan a necesidades definidas en las especificaciones del contrato propias de las categorías de población especialmente desfavorecidas a las que pertenezcan los beneficiarios, usuarios de las obras, suministros y servicios que son objeto del contrato.

Abundando aún más, a juicio de Nafarroa Bai, desde luego, resulta incongruente que la ley foral no admita o que no hagamos ese esfuerzo de admitir criterios de valoración de carácter social en su artículo 51 cuando sí lo hace la legislación estatal en su artículo 134, que posee, además, carácter de legislación básica y, por lo tanto, de aplicación general, es decir, que si la anterior ley foral las tenía en cuenta, si la Directiva Europea 2004/18 ya los concreta y, además, la Ley de Contratos del sector público lo subraya es oportuno que en Navarra demos nuevamente el paso para incorporar cláusulas sociales.

Pero como decía en la primera parte de mi intervención, creo que esto ahora tiene que ver con la voluntad política de los grupos parlamentarios, porque además resulta paradójico con el hecho de haber firmado un pacto de consenso entre estos grupos y las ONG que trabajan en la cooperación al desarrollo, que es el pacto contra la pobreza, que lo firmamos todos los grupos, en el que nos autorresponsabilizábamos de aplicar las cláusulas sociales en el ejercicio de la contratación pública. Este pacto, firmado por consenso entre todos los partidos políticos, entre todos los grupos parlamentarios de esta Cámara, decía que la economía solidaria que contempla el comercio justo, el consumo responsable, las empresas solidarias y las finanzas solidarias tienen una importante vinculación con los objetivos de desarrollo del milenio y participa en la lucha contra las causas de la exclusión y la pobreza. Esto lo firmábamos nosotros.

En el mismo pacto, en el artículo b) 3 resultante del comercio, firmábamos todos los grupos parlamentarios fomentar iniciativas de empresas de economía solidaria, siempre de acuerdo con la aplicación de las normativas europeas, introducir requerimientos sociales y medioambientales en las condiciones, ejecución de las contrataciones de obras y servicios, es decir, esto ya lo firmábamos por consenso todos los grupos, y aplicar la reserva de mercado de un 20 por ciento de contratos públicos a centros especiales de empleo, talleres protegidos...

SRA. PRESIDENTA: Señor Eceolaza, vaya terminando.

SR. ECEOLAZA LATORRE: ... y empresas de inserción, preferencia en la adjudicación relativos a prestaciones de carácter social o asistencial. Es decir, ya existía y debe existir, por lo tanto, una voluntad política para tramitar esta ley.

Efectivamente, en las jornadas que hizo de empleo social solidario, el propio Gobierno de Navarra colaboraba en la edición de esta guía en la que se proponía específicamente el asunto del empate, que lo acabo de leer, y se proponía, además, la ubicación de las cláusulas sociales en la Ley de Contratos Públicos, es decir, que aquí también, por lo que se ve, el Gobierno de Navarra aparentemente aparecía como un colaborador de este asunto. Creo que precisamente en época de crisis tenemos que tener en cuenta la responsabilidad social.

Y cuando se habla en la modificación legal de la perspectiva de género no es una cuestión caprichosa que Nafarroa Bai se inventa, sino que no hay nada más que tener en cuenta los porcentajes de paro que afectan especialmente a las mujeres.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Eceolaza. Vamos ahora a proceder a la votación de si se toma o no en consideración la proposición de ley foral debatida. Comienza la votación. (Pausa) Resultado de la votación, señora Secretaria.

SRA. SECRETARIA PRIMERA (Sra. Figueras Castellano): El resultado es el siguiente: 49 votos a favor, 0 votos en contra, 0 abstenciones.

SRA. PRESIDENTA: Por tanto, queda tomada en consideración la proposición de ley foral por la que se modifica el artículo 51 de la Ley Foral 6/2006, de Contratos Públicos de Navarra, presentada por el Grupo Parlamentario Nafarroa Bai. Es un buen momento para suspender el debate y salir a concentrarnos a la puerta del Parlamento. Suspendemos la sesión durante quince minutos.

TRADUCCIÓN

81) SR. ECEOLAZA LATORRE: En Nafarroa Bai creemos que debemos ser tremendamente ambiciosos en el terreno de lo social, pero que no vale con asumir un déficit razonable; creemos que hay que cambiar las recetas. Reclamamos que el sector de la atención social sea generador de recursos, porque puede serlo. Estamos a favor de la creación de empresas de atención social. Éstas no generan beneficios económicos al uso, pero sí empleo de calidad y con condiciones de atender a las necesidades de nuestra sociedad. Apostamos por impulsar empresas sociales como una de las mejores recetas para encarar la crisis.

